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RESUMEN

En el presente artículo de reflexión se establecen los criterios que deben ser

tenidos en cuenta en la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) implementada a

partir del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción

de una Paz estable y Duradera (AFTCCPED) suscrito entre el Gobierno Nacio-

nal de Colombia y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia- Ejército

del Pueblo (FARC-EP) en el año 2016, para dar aplicación a la amnistía y el
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indulto, «medidas del Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No

Repetición», a personas que están siendo investigadas en esta Jurisdicción con

ocasión, por causa o en relación directa o indirecta con el conflicto armado.

Tales criterios se identifican a partir de los estándares internacionales estable-

cidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), la Corte Pe-

nal Internacional (CPI) y la Corte Constitucional de Colombia, a fin de contar

con lineamientos unificados para que el Estado colombiano cumpla con la

obligación de investigar, esclarecer, perseguir y sancionar las graves violacio-

nes a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humani-

tario.

Palabras clave: Justicia transicional, amnistía, indulto, proceso de paz, Juris-

dicción Especial para la Paz, Derechos Humanos, Derecho Internacional Hu-

manitario.

ABSTRACT

This reflection paper establishes the criteria that should be taken into account

in the Special Jurisdiction for Peace (JEP) implemented from the Final Agreement

to End the Armed Conflict and Build a Stable and Lasting Peace, signed between

the National Government of Colombia and the Revolutionary Armed Forces of

Colombia – People’s Army (Farc-Ep) in 2016, in order to give application to the

amnesty and pardon as «measures of the Integral System of Truth, Justice,

Reparation and Non-Repetition», to persons being investigated in this

jurisdiction on occasion, for cause, or in direct or indirect relation to the armed

conflict in Colombia. These criteria were identified based on international

standards established by the Inter-American Court of Human Rights (IACHR),

the International Criminal Court and the Constitutional Court of Colombia, in

order to have unified guidelines, this with the intention that the Colombian

State meet the commitment to investigate, clarify, prosecute and punish serious

violations against human rights and violations of International Humanitarian

Law.

Keywords: Transitional justice, amnesty, pardon, process of peace, Special

Jurisdiction of Peace, human rights, International Humanitary Law.

INTRODUCCIÓN

Como consecuencia del conflicto que ha vivido Colombia por más de 50 años
con diferentes grupos armados, entre ellos las FARC-EP, este grupo guerrille-
ro y el Estado colombiano decidieron iniciar conversaciones con el fin de lle-
gar a un acuerdo final de terminación del conflicto y así alcanzar una paz estable
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y duradera. Es así como en el año 2016, luego de los diálogos adelantados
entre las partes, se firmó en el Teatro Colón de Bogotá el acuerdo definitivo1,
el cual fue refrendado por el Congreso de la República, y que a la fecha se
encuentra en fase de implementación con enfoque integral, ocupándose de
diversos temas.

Un tema fundamental en el acuerdo fue la amnistía y el indulto de los comba-
tientes, con efecto jurídico de extinción de responsabilidades penales, admi-
nistrativas y disciplinarias, y otros mecanismos jurídicos como el trato priorizado
de conductas de actores relacionados con los delitos más graves, a quienes se
les tratará con flexibilidad en la imposición de la pena denominada alternati-
va, en unos casos y, en otros, de restricción efectiva de la libertad por parte de
la Jurisdicción Especial de Paz (JEP). Esta Jurisdicción cuenta con directrices
de procedimiento penal especial surgidas a partir de la reforma constitucional
citada en acto legislativo 01 del 4 de abril de 20172 y desarrollado mediante las
leyes 1922 de 2018 y 1957 de 2019.

PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN Y ESTRATEGIA
METODOLÓGICA

¿Cuáles son los criterios para la aplicación de la amnistía y el indulto en la
JEP en Colombia?

Para responder a la pregunta de investigación, se realizó una conceptualiza-
ción de los mecanismos de amnistía e indulto existentes en el Acuerdo de Paz
suscrito entre las FARC-EP y el Gobierno Nacional; asimismo se estudió la
normativa interna, para luego revisar la jurisprudencia de la CIDH, el Estatuto
de Roma y la jurisprudencia emitida por la Corte Constitucional colombiana
en esta materia. Se empleó un tipo de estudio exploratorio y analítico a fin de
verificar lo que existe frente al tema para, finalmente, identificar los criterios
de aplicación de estas medidas por parte de la JEP.

1 Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción de una paz estable y
duradera del 24 de noviembre de 2016. Consultado en http://www. altocomisionado
paralapaz.gov.co/mesadeconversaciones/PDF/24-1480106030.11-1480106030.
2016nuevoacuerdofinal-1480106030.pdf

2 Artículo transitorio 5°. Jurisdicción Especial para la Paz. La Jurisdicción Especial para la
Paz (JEP) estará sujeta a un régimen legal propio, con autonomía administrativa,
presupuestal y técnica; administrará justicia de manera transitoria y autónoma y cono-
cerá de manera preferente sobre todas las demás jurisdicciones y de forma exclusiva de
las conductas cometidas con anterioridad al 1.º de diciembre de 2016.
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HIPÓTESIS DE TRABAJO

Los criterios de aplicación de la amnistía y el indulto por parte de la JEP en
Colombia, producto del Acuerdo de Paz, no se encuentran establecidos de
forma taxativa, sin embargo se pueden delimitar a partir del análisis de las
reglas jurisprudenciales de la CIDH, y de los pronunciamientos de la Fiscalía
de la Corte Penal Internacional y la Corte Constitucional colombiana.

RESULTADOS DE INVESTIGACIÓN

Amnistía e indulto desde el contexto de la justicia transicional

La amnistía y el indulto son medidas que hacen parte del Acuerdo de Paz
suscrito entre las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP) y
el Estado colombiano, específicamente en el punto 5, referido a la reparación
de víctimas y el Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación y No Repeti-
ción. Previo a su estudio a partir de estándares internacionales, es esencial
contextualizar dichos conceptos.

Por amnistía se entiende un mecanismo jurídico excepcional de arraigo consti-
tucional y convencional mediante el cual se extingue la acción y la sanción
penal no ejecutoriada (amnistía impropia). En Colombia fue adoptada median-
te la Ley 1820 de 2016, con efecto jurídico de perdón de la responsabilidad
penal del procesado por delitos políticos y conexos en relación con el conflicto
armado (Bustamante, Pabón y Toro, 2017, p. 131), y comprende además la
extinción de la acción y la sanción de tipo disciplinario y administrativo como
especialidades sancionatorias3.

En la doctrina internacional, y con base en las experiencias de otros países, se
hace referencia a un enfoque bifurcado en cuanto a la admisibilidad de las
amnistías tomando como parámetro de conceptualización las amnistías abso-
lutas, de las cuales se indica que son generalmente inadmisibles (en enfoque
estricto), y las amnistías condicionales, de las cuales se predica que son en
principio admisibles (con enfoque flexible), pues en esa orientación no se exi-
me automáticamente de castigo a los autores o partícipes del crimen, sino que
condicionan la exención a la ejecución de ciertos actos o concesiones por el
beneficiario (Ambos, 2009, p. 25, citado en Bustamante et al., 2017, p. 129).

3 En lo que respecta a la sanción disciplinaria o administrativa, la amnistía tendrá tam-
bién el efecto de anular o extinguir la responsabilidad o la sanción disciplinaria o
administrativa impuesta por conductas relacionadas directa o indirectamente con el
conflicto armado (Ley 1820 de 2016, artículo 7, inciso 2).
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Las amnistías absolutas, expresa Kai Ambos, “son el resultado de un compro-
miso político para poner fin a un conflicto violento o facilitar un proceso de
transición, entonces pueden ser llamadas amnistías de compromiso. El dere-
cho internacional prohíbe este tipo de amnistías” (Ambos, 2009, p. 25, citado
en Bustamante et al., 2017, p. 129). A su vez destaca que la amnistía condicionada
puede ser admisible bajo ciertas circunstancias. La primera y mínima condi-
ción es que los grupos armados prometan deponer sus armas incondicio-
nalmente y así facilitar el fin de las hostilidades. Es claro que desde la
perspectiva de las víctimas lo esencial de una amnistía condicional es que pre-
vea alguna forma de responsabilidad, si bien no dentro del marco de un juicio
penal al menos a través de un mecanismo alternativo, especialmente de una
Comisión de la Verdad y Reparación (Ambos, 2009, p. 25, citado en Bustamante
et al., 2017, p. 129).

El indulto, por su parte, se entiende como un mecanismo de carácter constitu-
cional mediante el cual se concede el perdón de las penas ejecutoriadas im-
puestas a quienes hayan cometido delitos calificados como políticos, lo que
significa que los crímenes que no tengan esta categoría deben estar excluidos
de dicha prerrogativa (Constitución Política de Colombia, Artículo 15, nume-
ral 17; Artículo 201, numeral 2). Asimismo, se desprende de la norma constitu-
cional que los delincuentes comunes o autores o partícipes de delitos comunes
no pueden acceder a este tratamiento, que la Corte Constitucional
recurrentemente ha calificado como humanista (Sentencia C-171 de 1993). Al
respecto, Kai Ambos afirma:

Los artículos constitucionales que aluden a la amnistía y al indulto estable-
cen la posibilidad de emplear estos dos instrumentos únicamente cuando se
trata de delitos políticos. Estas son atribuciones constitucionales que osten-
tan el gobierno nacional y el Congreso de la República producto de la in-
fluencia histórica del pensamiento revolucionario-liberal que se forjó en las
instituciones colombianas después de la independencia y que se ha repro-
ducido en las diferentes constituciones colombianas con algunas variacio-
nes… (2015, p. 23)

Es así como el ordenamiento jurídico colombiano, de conformidad con la polí-
tica criminal y los compromisos que emanan del Derecho Internacional de los
Derechos Humanos y el Derecho Internacional Humanitario (Protocolo adi-
cional II a los Convenios de Ginebra, art. 6, inc. 5), excluye del amparo excep-
cional de amnistías e indultos de forma enfática, aun en ámbitos de justicia
transicional, los delitos de lesa humanidad, el genocidio, los graves crímenes
de guerra (crímenes internacionales), la toma de rehenes u otra privación gra-
ve de la libertad, la tortura, las ejecuciones extrajudiciales, la desaparición for-
zada, el acceso carnal violento y otras formas de violencia sexual, la sustracción
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de menores, el desplazamiento forzado, y el reclutamiento de menores4 (crí-
menes individuales). Frente a esto, Rodríguez Felizzola (2006) expresa reparos
en cuanto a las posibilidades de conceder indultos disfrazados de alternatividad
penal para quienes cometieron delitos no calificables de políticos.

Para evitar este riesgo en la aplicación de la Ley de amnistía e indulto, la JEP
deberá tomar en cuenta como criterio interpretativo la sentencia C-225 de 1995
(Corte Constitucional de Colombia), relacionada con el bloque de
constitucionalidad como base orientadora de respeto y protección integral de
los derechos de las víctimas; además de lo previsto en la Ley 1820 del 30 de
diciembre de 2016, establecida como instrumento para el funcionamiento de la
JEP, la cual define en su capítulo II los principios aplicables (Bustamante et al.,
2017, p. 132): derecho a la paz (artículo 5), integralidad (artículo 6), prevalen-
cia (artículo 7), reconocimiento del delito político (artículo 8), tratamiento pe-
nal especial simétrico, simultáneo, equilibrado y equitativo (artículo 9), deber
de investigar, esclarecer, perseguir y sancionar (artículo 10), favorabilidad
(artículo 11), debido proceso y garantías procesales (artículo 12), seguridad
jurídica (artículo 13), contribución a la satisfacción de los derechos de las vícti-
mas (artículo 14).

En lo que se refiere a la amnistía de iure, la legislación establece que ésta se
concede para los delitos políticos de rebelión, sedición, asonada y conspira-
ción, usurpación y retención ilegal de mando y los delitos que son conexos con
estos (artículos 15 y 16). Dichos delitos conexos no son taxativos, por ello se
autoriza que la Sala de Amnistía e Indulto de la JEP considere conexos con el
delito político otras conductas en aplicación de los criterios establecidos en
esta ley (Bustamante et al., 2017, p. 132).

Se interpreta que son objeto de amnistía: a) los delitos relacionados con el
desarrollo de la rebelión cometidos con ocasión del conflicto armado (como
las muertes en combate compatibles con el DIH y la aprehensión de comba-
tientes en operaciones militares); b) aquellos delitos en los que el sujeto pasivo
es el Estado y su régimen constitucional vigente (como la obtención de cédula
de ciudadanía falsa, la violación ilícita de correspondencia o el espionaje); c)
las conductas dirigidas a facilitar, apoyar, financiar u ocultar el desarrollo de
la rebelión, salvo que hayan sido ejecutadas para obtener un beneficio perso-
nal propio o para un tercero.

4 Así se señala en el Estatuto de Roma (incorporado al ordenamiento jurídico colombiano
a través de la Ley 742 de 2002), en la Ley 1820 de 2016, mediante la cual se regulan la
amnistía, el indulto y el tratamiento penal especial en relación con el procedimiento
legislativo especial para la paz, y en la Ley 1957 de 2019, estatutaria de la administración
de justicia en la Jurisdicción Especial para la Paz, artículo 42.
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Conforme a lo expuesto, ante la falta de taxatividad se hace necesario remitir-
se al análisis de la jurisprudencia de la Corte Interamericana, a las opiniones
de la Corte Penal Internacional y a los pronunciamientos de la Corte Constitu-
cional para mayor comprensión y seguridad jurídica al momento de conceder
la amnistía o el indulto.

Amnistía e indulto en la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la
Corte Penal Internacional y la Corte Constitucional colombiana

Ante los riesgos de reconocimiento de amnistías e indultos en interpretación
extensiva que pueda dar lugar al desconocimiento de los estándares interna-
cionales y límites constitucionales, y para identificar los criterios interpretativos
y de aplicación de estos mecanismos de justicia transicional en la JEP, se estu-
diaron: la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el
Estatuto de Roma y la jurisprudencia de la Corte Constitucional.

Estudio a partir de la Corte Interamericana de Derechos Humanos

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) se ha ocupado de
amnistías y auto amnistías, frente a lo cual ha reiterado la incompatibilidad de
leyes de amnistía en casos de graves violaciones de derechos humanos (CIDH,
caso Barrios Altos vs. Perú, 2001). Este alto tribunal, en el caso Castillo Páez
vs. Perú, señaló que estas leyes de amnistía “obstaculizan la investigación y el
acceso a la justicia e impiden a la víctima y a sus familiares, conocer la verdad
y recibir la reparación correspondiente” (CIDH, 1997). Además ha expresado
que los Estados, para no cumplir sus obligaciones internacionales, no pueden
invocar disposiciones existentes en su derecho interno, como lo fue en este
caso la Ley de Amnistía de Perú que, de acuerdo con la interpretación de la
Corte, obstaculizó la investigación y el acceso a la justicia (CIDH, caso Loayza
Tamayo vs. Perú, 1998, párr. 168). En el caso Barrios Altos vs. Perú, la CIDH
considera que:

Las leyes de amnistía… violan el derecho a la protección judicial consagra-
do en el artículo 25 de la Convención [por lo que] los Estados Parte en la
Convención que adopten leyes que tengan el efecto de sustraer de la protec-
ción judicial y del ejercicio del derecho a un recurso sencillo y eficaz, como
lo son las leyes de auto amnistía, incurren en una violación de los artículos 8 y
25. (CIDH, 2001, p. 1)

Así las cosas, la Corte planteó en esta sentencia que son inadmisibles las dispo-
siciones de amnistía, prescripción y el establecimiento de excluyentes de res-
ponsabilidad que pretendan impedir la investigación y la sanción de los
responsables de las violaciones de derechos humanos, tales como tortura,
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ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y desaparición forzada. En ese
sentido dispuso que dichas leyes de amnistía, al ser incompatibles con la Con-
vención Americana de Derechos Humanos, carecían de efectos jurídicos y no
podrían constituir un obstáculo para investigar, identificar y castigar a los res-
ponsables de violaciones de derechos humanos.

Al respecto, en su voto razonado en el caso Barrios Altos, el entonces presi-
dente de la Corte y juez, Antonio A. Cançado Trindade, precisó que las
autoamnistías son una afrenta inadmisible al derecho a la verdad y al derecho
a la justicia y son manifiestamente incompatibles con las obligaciones genera-
les de los Estados parte en la Convención Americana de respetar y garantizar
los derechos humanos por ella protegidos; además de afectar los derechos
protegidos por la Convención relacionados con las garantías judiciales (artícu-
lo 8) y la protección judicial (artículo 25).

Posteriormente, la CIDH reiteró su posición y afirmó, en el caso Gomes Lund
y otros (“Guerrilha do Araguaia”) vs. Brasil, que “la forma en la cual ha sido
interpretada y aplicada la Ley de Amnistía adoptada por Brasil… violó el
derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25” de la Convención
Americana (2010). Asimismo, ha referido que:

la incompatibilidad de las leyes de amnistía con la Convención Americana
en casos de graves violaciones de derechos humanos no deriva de una cues-
tión formal, como su origen, sino del aspecto material en cuanto violan los
derechos consagrados en los artículos 8 y 25, en relación con los artículos
1.1 y 2 de la Convención. (CIDH, 2010)

Más adelante añadió que “ello en atención, más que al proceso de adopción y
a la autoridad que emitió la ley de amnistía, a su ratio legis: dejar impunes
graves violaciones al derecho internacional cometidas” (CIDH, caso Gelman
vs. Uruguay, 2011). La Corte incluso había expresado que:

como consecuencia de la manifiesta incompatibilidad entre las leyes de auto
amnistía y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, las mencio-
nadas leyes carecen de efectos jurídicos y no pueden seguir representando
un obstáculo para la investigación de los hechos… ni para la identificación
y el castigo de los responsables. (CIDH, 2001)

Además de la prohibición de adoptar las figuras como la amnistía, la prescrip-
ción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad, la CIDH también
se ha referido a la obligación de los Estados de abstenerse de recurrir a “cual-
quier obstáculo de derecho interno mediante el cual se pretenda impedir la
investigación y sanción de los responsables” (CIDH, caso Bulacio vs. Argenti-
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na, 2003), así como de “medidas que pretendan impedir la persecución penal o
suprimir los efectos de una sentencia condenatoria” (CIDH, caso Molina
Theissen vs. Guatemala, 2004).

Todos estos criterios han sido ratificados en el caso Herzog y otros vs. Brasil,
en el que la CIDH confirma sus criterios jurisprudenciales al decir que desde
su primera sentencia ha destacado la importancia del deber estatal de investi-
gar y sancionar las violaciones de derechos humanos:

La obligación de investigar y, en su caso, enjuiciar y sancionar, adquiere
particular importancia ante la gravedad de los delitos cometidos y la natu-
raleza de los derechos lesionados, especialmente en vista de la prohibición
de las ejecuciones extrajudiciales y tortura como parte de un ataque siste-
mático contra una población civil. La particular y determinante intensidad
e importancia de esa obligación en casos de crímenes de lesa humanidad,
significa que los Estados no pueden invocar: i) prescripción; ii) el principio
ne bis in ídem; iii) leyes de amnistía; así como iv) cualquier disposición aná-
loga o excluyente similar de responsabilidad, para excusarse de su deber de
investigar y sancionar a los responsables. Además, como parte de las obli-
gaciones de prevenir y sancionar delitos de derecho internacional, la Corte
considera que los Estados tienen la obligación de cooperar y pueden v) apli-
car el principio de jurisdicción universal respecto a esas conductas. (CIDH,
Caso Herzog y otros vs. Brasil, 2018, párr. 232)

Las amnistías han sido en varias oportunidades uno de los obstáculos alega-
dos por algunos Estados parte (Perú, Chile, Brasil, Uruguay, El Salvador) para
no investigar y sancionar a los responsables de violaciones graves a los dere-
chos humanos. Sin embargo, tanto la CIDH como la Comisión Interamericana
de Derechos Humanos y los órganos de las Naciones Unidas se han pronun-
ciado sobre la incompatibilidad de las leyes de amnistía relativas a graves
violaciones de derechos humanos con el derecho internacional y las obligacio-
nes internacionales de los Estados. Como bien se relaciona, la CIDH se ha
pronunciado de forma consolidada y consistente sobre la incompatibilidad de
las disposiciones sobre amnistías internas con la Convención Americana en
casos de graves violaciones a los derechos humanos o crímenes de lesa huma-
nidad relativos a Perú (Barrios Altos y La Cantuta), Chile (Almonacid Arellano
y otros), Brasil (Gomes Lund y otros), Uruguay (Gelman) y El Salvador (Ma-
sacre de El Mozote y lugares aledaños).

No obstante, la misma CIDH en el caso Herzog vs. Brasil (2018) justifica, con
base en el Derecho Internacional Humanitario, la aprobación y aplicación de
leyes de amnistía e indulto al cese de hostilidades en los conflictos armados de
carácter no internacional para permitir el establecimiento de la paz, pero bajo
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la condición de que no comprendan crímenes de guerra y crímenes de lesa
humanidad. Incluso la CIDH en el citado caso va más allá al expresar con
claridad que:

En el ámbito universal, el Secretario General de las Naciones Unidas en su
informe al Consejo de Seguridad titulado el Estado de derecho y la justicia
de transición en las sociedades que sufren o han sufrido conflictos, señaló
que “los acuerdos de paz aprobados por las Naciones Unidas nunca pue-
den prometer amnistías por crímenes de genocidio, de guerra, o de lesa hu-
manidad o infracciones graves de los derechos humanos” (CIDH, 2018).

De acuerdo con la jurisprudencia internacional anotada y con los compromisos
estatales adquiridos con esa jurisdicción internacional, los Estados deben in-
vestigar y sancionar ineludiblemente las conductas que constituyan delitos de
lesa humanidad y graves violaciones a los derechos humanos, pues de no ha-
cerlo, o en caso de exonerar a los responsables, constituiría un grave impedi-
mento para las víctimas de acudir a la verdad, la justicia y la reparación física
y moral. De esta manera, una ley de amnistía que desconozca estos lineamientos
es violatoria del derecho internacional y carecería de validez. Como indica
Palacios:

La Corte IDH conforme a los artículos 1.1, 2, 8 y 25 de la Convención, dicta-
minó que este tipo de leyes impide la identificación de los individuos res-
ponsables de violaciones a derechos humanos, ya que se obstaculizan la
investigación y el acceso a la justicia e impiden a las víctimas y a sus fami-
liares conocer la verdad y recibir la reparación correspondiente. Definió por
ello que una ley de amnistía es manifiestamente incompatible con la “letra”
de esas disposiciones. (Palacios, 2015)

En los casos analizados se observa que la CIDH no ha emitido pronunciamien-
tos particulares en relación con el indulto, y la amnistía que avala es condicio-
nada y no puede comprender delitos de lesa humanidad y violaciones graves
a los derechos humanos y prohíbe las autoamnistías con desconocimiento de
los derechos de las víctimas, porque para este alto tribunal la verdad es un
pilar fundamental como compromiso estatal.

Estudio a partir de la Corte Penal Internacional

La Corte Penal Internacional (CPI) es un organismo creado por la ONU en el
año 1998, que entró en vigor el 1.º de julio de 2002. Representa las voces y
voluntades multiestatales que de este modo pueden contar con una jurisdic-
ción para investigar y juzgar los delitos más graves y atroces de impacto
transnacional por afectación de bienes jurídicos de interés prioritario para la
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convivencia internacional, en armonía con la era constitucional de
supraprotección del ser humano como eje fundamental del desarrollo de los
pueblos.

El artículo 13 del Estatuto de Roma establece el procedimiento para activar la
Jurisdicción de la CPI, la cual en principio debe proceder de una de tres fuen-
tes: a) Un Estado parte; b) El Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, y
c) Informaciones recabadas por el fiscal y que derivan en una solicitud de
iniciación ante la Sala de Cuestiones Preliminares (Schabas, 2004, pp. 119-120).
De lo anterior se colige que no es posible hacer una denuncia particular al
interior de la CPI como en un sistema de justicia penal ordinaria, pues la Fisca-
lía solamente puede desarrollar su objeto institucional inicial en el marco de
una situación claramente delimitada.

Frente a la competencia de la CPI, Elizabeth Odio (2009, p. 243) dice que la
persecución penal de los crímenes internacionales se inició a partir del año
2002, y antes estaba confiada a tribunales ad hoc como los de Núremberg (1945),
Tokio (1946), la antigua Yugoslavia (1993) y para el genocidio de Ruanda (1994),
y menciona además los tribunales híbridos como el de Sierra Leona (2002),
entre otros. La misma autora afirma que son dos los objetivos del Estatuto de
Roma: perseguir y sancionar a los autores de crímenes internacionales y poner
fin a la impunidad como medida de prevención de nuevos crímenes; igual-
mente afirma que los aportes de este Estatuto y de la jurisprudencia de la CPI
a la justicia de transición apenas inician.

Para el caso colombiano, el Estatuto se incorporó por medio de la Ley 742 de
2002, norma que previamente fue estudiada en su constitucionalidad por la
Corte Constitucional (Sentencia C-578 de 2002). Fue así que a partir del 1.º de
noviembre de 2002 se reconoció la competencia del organismo internacional,
sin embargo el Estatuto se suscribió con salvedad en cuanto a la competencia
de persecución penal de siete años para los crímenes de guerra. Esto fue inter-
pretado en su momento como una puerta abierta a los posibles diálogos de
paz, que en ese tiempo solo pasaron por acercamientos incipientes. Finalmen-
te, luego de expirada la salvedad, a partir del 1.º de noviembre de 2009 esta
Corte adquirió la plenitud de competencia de la persecución penal internacio-
nal en Colombia bajo el principio de complementariedad, que en esencia es la
manifestación más importante de respeto por la soberanía interna de cada
Estado parte.

Al analizar los antecedentes de decisión de la CPI en relación con amnistías e
indultos en sentido amplio o estricto a partir de casos en particular, se constata
la ausencia de precedentes al respecto, no obstante, algunos funcionarios rela-
cionados con la jurisdicción penal internacional han emitido sus opiniones con
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el objetivo de absolver consultas o formular reservas ante las dinámicas esta-
tales de tratamiento a la amnistía y el indulto por delitos que de alguna forma
dejan entreabierto el camino para que la CPI actúe en el futuro, con el fin de
impartir justicia penal a los responsables de crímenes según la competencia
especial asignada a esta jurisdicción internacional.

Particularmente ante el Acuerdo de Paz firmado entre el Gobierno Nacional y
las FARC-EP, las preocupaciones de la CPI no se han hecho esperar, en especial
por la implementación de la JEP como uno de los componentes fundamentales
de la justicia transicional. Al respecto Mr. James Stewart, en calidad de fiscal
adjunto para la Corte Penal Internacional, al analizar el rol de la CPI en el
proceso de justicia transicional (en el Seminario de Justicia Transicional. El
modelo colombiano [Universidad Eafit, 2018]), precisó frente a la Jurisdicción
Especial para la Paz —en el componente de justicia del Sistema Integral de
Verdad, Justicia, Reparación y no Repetición— que Colombia ha establecido
un sistema innovador, complejo y ambicioso que genera expectativas
esperanzadoras, pero también enfrenta muchos desafíos.

El fiscal Stewart identifica cuatro componentes esenciales de la justicia de tran-
sición: juicios penales, mecanismos para el establecimiento de la verdad, pro-
gramas de reparaciones y garantías de no repetición, y precisa que el mandato
de la CPI se relaciona principalmente con el componente de justicia penal
(Bustamante, 2018, p. 293). Aduce además que en una situación de justicia
transicional la competencia de la Fiscalía de la CPI se activa solo si las autori-
dades del Estado en cuestión no están realmente llevando a cabo procesos por
tales crímenes consagrados en el Estatuto de Roma. Invoca como aspecto fun-
damental que las investigaciones penales por crímenes de competencia de la
Corte Penal Internacional sean genuinas, en el sentido de que las personas no
sean sustraídas de la responsabilidad penal, no haya demoras injustificadas en
los juicios y se sustancien de manera independiente e imparcial. En caso de que
estos criterios de voluntad genuina de investigar se cumplan, entonces los
casos no son admisibles ante la CPI y la Fiscalía no intervendrá.

Con esto el fiscal delimita que la CPI no hace exámenes del sistema de justicia
transicional sino de casos particulares en razón del deber estatal de acción
penal. Concluye que la Fiscalía ha estado pendiente de los desarrollos legisla-
tivos de la JEP y que le generan preocupaciones en cuanto a la definición de la
responsabilidad de mando, la definición de “graves” crímenes de guerra y la
forma como se implementarán las penas.

Igualmente, Fatou Bensouda, la fiscal de la CPI, manifestó que “el acuerdo se
ajusta a estándares internacionales”, y se debe recordar que la CPI es una corte
de última instancia. Sin embargo, señaló que la CPI ha estado atenta a los
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desarrollos legislativos, pues es claro que se deben garantizar sanciones para
los “responsables de los más serios crímenes” (Revista Semana, 2017), y reiteró
que, conforme al Estatuto de Roma, debe actuar como asociado de buena fe
del Gobierno de Colombia, pero siempre en el camino que lleve a una paz
sostenible (El Tiempo, 13 de septiembre de 2017).

En el “Informe sobre las actividades de examen preliminar de la Fiscalía de la
CPI”, se evidencia el grado de atención que dicho órgano de persecución penal
ha puesto en el proceso de investigación y de juzgamiento de agentes del Esta-
do y de otros actores armados, en cuanto a delitos que serían de competencia
de dicha Corte, a los que denomina casos potenciales. En dicho informe se
determina que “la Fiscalía continuará examinando el carácter genuino de las
actuaciones llevadas adelante en el contexto del sistema de justicia ordinario,
los Tribunales de la Ley de Justicia y Paz y la JEP” (CPI, 2018).

De cara a las intervenciones de los fiscales de la CPI y del informe menciona-
do, se resalta lo positivo de adoptar políticas de reconocimiento y cumpli-
miento de las normas internacionales como la Convención Americana de
Derechos Humanos (CADH), los convenios de Ginebra (DIH) y el Estatuto de
Roma de la Corte Penal Internacional (CPI), entre otros, lo cual se evidencia
cuando en el Acto Legislativo 01 de 20175 se ordena conocer con prioridad las
conductas delictivas que se hayan cometido por causa, con ocasión o en rela-
ción directa o indirecta con el conflicto armado, por quienes participaron en él,
en especial las conductas consideradas graves infracciones al Derecho Interna-
cional Humanitario o graves violaciones de los Derechos Humanos.

Respecto a la justicia transicional, Olasolo (2017) acoge el planteamiento de
Corradetti, Eisikovits y Rotondi (2014), en cuanto a que los procesos
transicionales suponen tres escenarios problemáticos: las medidas de verdad,
la responsabilidad civil y, por último, la responsabilidad penal. En el tercer
escenario, esto es, el penal, se identifica perfectamente con el panorama co-
lombiano teniendo en consideración las posturas divergentes de propios y
foráneos en cuanto al manejo desde el ámbito de la justicia de los criminales de
delitos de interés internacional, pues supone que existe una línea fuerte de
oposición política y ciudadana ampliamente evidenciada, sin que pueda califi-
carse como desconocimiento de las obligaciones internacionales de persecu-
ción y castigo penal por parte del Estado colombiano.

5 Acto Legislativo 01 de 2017, “por medio del cual se crea un título de disposiciones
transitorias de la Constitución para la terminación del conflicto armado y la construc-
ción de una paz estable y duradera y se dictan otras disposiciones”
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Amnistía e indulto en la Corte Constitucional

Producto del Acuerdo de paz, el Gobierno de Colombia se ha visto en la nece-
sidad de establecer instrumentos jurídicos para facilitar la implementación y el
desarrollo normativo del Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto,
normas que con fundamento en la Constitución Política de 1991 deben ser
revisadas por la Corte Constitucional como guardiana de la Carta Magna6. Es
así como se han proferido diversas sentencias en relación con el acuerdo7, pero
solo dos tienen que ver con la amnistía y el indulto: la sentencia C-017 de 2018,
referente a la verdad, por las comisiones de verdad dentro del sistema de
justicia transicional, y la Sentencia C-007 de 2018, que analiza ampliamente la
amnistía y el indulto, porque precisamente realiza el estudio de constitu-
cionalidad de la Ley 1820 de 2016, por la cual se crean estos mecanismos den-
tro de la justicia transicional en Colombia.

En las sentencias en las cuales se estudian los instrumentos para facilitar y
asegurar la implementación y el desarrollo normativo del Acuerdo Final para
la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera,
esto es, el procedimiento legislativo especial para la paz (fast track) y las facul-
tades presidenciales para la paz, se ha dicho con relación a la amnistía y el
indulto que estos beneficios implican la firma de un acta de compromiso y
fueron creadas a fin de continuar con un camino hacia la reincorporación (Sen-
tencia C-518 de 2018). Precisamente, con ese fin se establecieron medidas para
su reincorporación económica y social, como es el caso del desembolso econó-

6 Véase el Artículo 241 de la Constitución Política de 1991.
7 Muestra de ello fueron las más de 30 sentencias analizadas desde el 10 de agosto de 2017

hasta el mes de junio de 2019, en donde se observa que muchas refieren a un análisis
respecto de las facultades presidenciales dentro del procedimiento legislativo para la
paz, ellas son las sentencias: C-518 de 2017, C-527 de 2017, C-535 de 2017, C-541 de 2017,
C-554 de 2017, C-555 de 2017, C-565 de 2017, C-569 de 2017, C-570 de 2017, C-607 de 2017,
C-608 de 2017, C-644 de 2017, a fin de verificar si la expedición de normas dentro de
dicho procedimiento vulneraba o no el principio de separación de poderes y si en
realidad el Presidente de la República estaba facultado para su expedición. Sentencias
que no aluden de forma directa a la amnistía y el indulto. No obstante, en cinco senten-
cias se establecen parámetros respecto de la amnistía y el indulto, pero relacionadas con
la verdad: Sentencia C-518 de 2017, Sentencia C-535 de 2017, Sentencia C-541 de 2017,
Sentencia C-555 de 2017 y Sentencia C-5987 de 2017; otras refieren solo en la aclaración
al voto a la verdad en la justicia transicional; y cinco sentencias, a pesar de que refieren
al procedimiento especial para la paz, no hacen alusión al tema objeto de este artículo:
Sentencia C-572 de 2017, Sentencia C-565 de 2017, Sentencia C-570 de 2017, Sentencia C-
607 de 2017 y Sentencia C-664 de 2017. De otro lado, tres sentencias estudian la
constitucionalidad de tres normas, ellas son: la Sentencia C-730 de 2017, la Sentencia C-
020 de 2018 y la Sentencia C-026 de 2018, las cuales no hacen referencia a la amnistía y el
indulto.
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mico previsto cuando adquieran estos beneficios, cuya finalidad indica la Cor-
te es la estabilización y reincorporación a la vida civil, para la satisfacción de
las necesidades básicas de la persona en este proceso (Sentencia C-569 de 2017).

Por su parte, en la sentencia hito frente a este tema, la C-007 de 20188, se
expresa que en Colombia las amnistías e indultos fueron pensados en la Cons-
titución de 1991 como beneficios asociados exclusivamente a delitos políticos
en los que puede incurrir un grupo rebelde. Se observa que cuando la Corte
aborda la amnistía y el indulto, es imposible que no se haga alusión al derecho
a la verdad de las víctimas como derecho fundamental, que implica para el
Estado la obligación de investigar, juzgar y sancionar las graves violaciones a
los derechos humanos y graves infracciones al derecho internacional humani-
tario. Razón por la cual, si bien es necesario lograr un equilibrio entre justicia y
paz, estos beneficios en Colombia se pueden conceder bajo un enfoque condi-
cional: dejación de armas, obligación de contribuir activamente a garantizar el
éxito del proceso de reincorporación a la vida civil de forma integral, obliga-
ción de aportar verdad plena, garantizar la no repetición y abstenerse de co-
meter nuevos delitos, o delitos de ejecución permanente después del 30 de
noviembre de 2016, contribuir a la reparación de las víctimas, especialmente a
decir la verdad, y entregar a los menores de edad.

Igualmente se afirma que la amnistía y el indulto han sido desarrollados en el
Derecho Internacional Humanitario en los cuatro convenios de Ginebra de
1949, específicamente el Protocolo Facultativo II adicional de 1977, que esta-
blece obligaciones y reglas para conflictos armados de carácter no internacio-
nal y que hace parte del bloque de constitucionalidad colombiano. Por tanto
las amnistías son medidas compatibles con el DIH en conflictos no internacio-
nales, “pues persiguen que las personas que participaron en la confrontación
no sean castigadas por el solo hecho de portar las armas, lo que haría muy
difícil el proceso de reconciliación”, y las relaciona con el delito político, indi-
cando al respecto que el Estado conserva la potestad de definir cuáles son los
delitos de esta naturaleza y sus conexos9 cuya finalidad es propiciar la recon-
ciliación nacional.

Con relación a amnistía e indulto para miembros de la fuerza pública, el Proto-
colo II adicional a los Convenios de Ginebra de 1949 no establece una limitación

8 Por medio de la cual se revisa la constitucionalidad de la Ley 1820 de 2016, se dictan
disposiciones sobre amnistía, indulto y tratamientos penales especiales y otras disposi-
ciones, dictada en el marco de la implementación del acuerdo de paz suscrito entre el
Gobierno y la FARC-EP.

9 Véase al respecto la Sentencia C-577 de 2014. M. P. María Victoria Sáchica.
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a la concesión de estos beneficios, dado que habla exclusivamente de los parti-
cipantes en el conflicto. En este aspecto, indica la Corte (Sentencia C-007 de
2018), se deben armonizar cuatro órdenes normativos, a saber: el Derecho
Internacional Humanitario, el Derecho Internacional de los Derechos Huma-
nos, el Derecho Penal Internacional y las disposiciones de la Constitución Polí-
tica, con las reglas jurisprudenciales de la Corte Interamericana que prohíbe la
concesión de estos beneficios cuando se trata de graves violaciones a los dere-
chos humanos.

Frente al reclutamiento ilícito de menores (Sentencia C-007 de 2018), entendido
como menores de 15 años en el caso de conductas ocurridas hasta el 25 de junio
de 2005 y reclutamiento de menores de 18 años en el caso de conductas ocurri-
das con posterioridad a esa fecha, ello con base en el Estatuto de Roma, afirmó
la Corte que la norma debe ser condicionada en el entendido que las conductas
que constituyan ese delito cometidas hasta el 25 de junio de 2005 no son suscep-
tibles de amnistía, indulto ni renuncia a la persecución penal, si el sujeto pasivo
es una persona menor de 15 años de edad; a partir de ese momento, no lo serán
aquellas en las que el sujeto pasivo es una persona menor de 18 años, y catalogó
tal conducta como crimen de guerra desde el 25 de junio de 2005.

De otro lado, para miembros de las FARC-EP se consideran como conductas
amnistiables aquellas ocurridas por causa del conflicto, con ocasión y en relación
directa o indirecta con él, siempre que hayan ocurrido antes de la entrada en
vigor del Acuerdo Final, lo que incluye las conductas relacionadas específicamente
con el proceso de dejación de armas y durante su tiempo de duración.

En lo que se refiere a la concesión de la amnistía y el indulto, la Corte Consti-
tucional avala que sea la Sala de Amnistía e Indulto, con base en los criterios
de evaluación establecidos por el Congreso de la República, la que confiera los
beneficios caso a caso con un margen de apreciación10, lo cual se permite por la
necesidad de consolidar la seguridad jurídica de los excombatientes y demás
destinatarios, la pretensión de contribuir a la estabilidad de la paz y la satis-
facción de los derechos de las víctimas.

Por su parte, frente al indulto la Corte expresó (Sentencia-C 579 de 2013):

En Latinoamérica también se han llevado a cabo numerosos procesos de
amnistías e indultos que en un principio tuvieron como regla las llamadas
autoamnistías generales, pero luego cuando éstas comenzaron a ser decla-

10 Este aspecto fue ratificado en la Ley 1957 de 2019: “La Sala de Amnistía e Indulto deter-
minará la conexidad con el delito político caso a caso”.
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radas ilegítimas por los ordenamientos nacionales (como en Argentina y
Chile) o por tribunales internacionales como la Corte (como en el caso de
Guatemala, Perú y Honduras), se han venido reemplazando por amnistías
limitadas.

Todo lo anterior evidencia cómo la Corte Constitucional colombiana armoniza
su interpretación frente a este tema en relación con la Corte Interamericana de
Derechos Humanos, cuando menciona el caso de las masacres de El Mozote en
El Salvador, y hace referencia a que en un contexto de conflicto armado y
proceso de paz negociada se admitió la figura de la amnistía con excepción de
los crímenes de guerra y de lesa humanidad, caso emblemático para tener en
cuenta en el caso colombiano (Sentencia C-579 de 2013), porque para la Corte
deben primar los derechos de las víctimas, e indica que es necesario que haya
ponderación entre principios y valores como la paz y la reconciliación, y al
respecto establece:

La justicia transicional tiene el gran reto de asegurar al mismo tiempo la paz
y la justicia. En este sentido, si bien la amnistía se puede convertir en un
medio para facilitar la paz y la reconciliación, no puede convertirse en un
instrumento para asegurar intereses personales de inmunidad de la justi-
cia. (Sentencia C-579 de 2013)

Criterios para la aplicación de la amnistía y el indulto en la Jurisdicción
Especial para la Paz (JEP)

Con fundamento en lo investigado e identificado en el punto 2 de este artículo
y ante las posibilidades interpretativas de la JEP para la aplicación de las medi-
das de amnistía e indulto, se hace necesario enunciar los criterios que debe
tener en cuenta esta jurisdicción en armonía con los estándares nacionales e
internacionales, los cuales se enuncian en la Tabla 1.

CONCLUSIONES

Son objeto de amnistía e indulto los delitos relacionados con el desarrollo de
la conducta de rebelión cometidos con ocasión del conflicto armado, los deli-
tos en los que el sujeto pasivo es el Estado y su régimen constitucional vigente
y las conductas dirigidas a facilitar, apoyar, financiar u ocultar el desarrollo de
la rebelión.

A partir del contenido del Estatuto de Roma y de las reglas jurisprudenciales
de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la Corte Constitucional,
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Criterios identificados
en jurisprudencia de la CIDH- Descripción del criterio

Corte Constitucional colombiana

1. Criterio de legalidad Solo pueden ser objeto de amnistía e indulto los delitos
políticos y conexos para miembros de las FARC-EP que
hayan ocurrido por causa, con ocasión y en relación di-
recta o indirecta con el conflicto, ocurridos antes de la
entrada en vigencia del Acuerdo Final.

2. Criterio por tipología La amnistía y el indulto no pueden extenderse a delitos
del delito que configuran graves violaciones a los derechos huma-

nos y graves violaciones al Derecho Internacional Hu-
manitario. Se debe tener en cuenta la naturaleza de los
derechos sancionados. Se aplica solo para delitos políti-
cos, no a crímenes de guerra y lesa humanidad.

3. Criterio de garantía de los Las amnistías e indultos no pueden afectar los derechos
derechos de las víctimas de las víctimas de graves violaciones de derechos huma-

nos, quienes tienen derecho a conocer la verdad y recibir
reparación.

4. Criterio de convencionalidad No pueden invocarse disposiciones de derecho interno
que contravengan instrumentos internacionales sobre de-
rechos humanos. Las amnistías deben ser medidas com-
patibles con el DIH en conflictos no internacionales.

5.    Criterio de constitucionalidad Para aplicar las medidas de amnistía e indulto debe res-
petarse siempre lo establecido en la carta magna con
relación a las directrices previstas para la terminación
del conflicto armado interno.

6.    Criterio de condicionalidad Para aplicar estos beneficios se requiere la firma de un
acta de compromiso, a fin de continuar con un camino
hacia la reincorporación. Solo se puede conceder cuando
exista dejación de armas, obligación de contribuir al éxi-
to en la reincorporación a la vida civil, obligación de apor-
tar verdad plena, garantizar la no repetición y abstenerse
de cometer nuevos delitos después del 1.º de diciembre
de 2016, reparar a las víctimas, decir la verdad y entregar
menores de edad.

7.    Criterio de protección judicial No se puede obstaculizar la investigación y el acceso a la
justicia para delitos que constituyen graves violaciones a
los derechos humanos. Son inadmisibles medidas que
pretendan impedir la persecución penal o suprimir los
efectos de una sentencia de condena en delitos que con-
figuran graves violaciones a los derechos humanos. Existe
el deber estatal de investigar y sancionar las violaciones
de los derechos humanos.

Tabla 1. Criterios que debe tener en cuenta la JEP para armonizar con los
estándares nacionales e internacionales
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Corte Constitucional colombiana

8. Criterio de cooperación Todo Estado tiene la obligación de prevenir y sancionar
delitos del derecho internacional.

9. Criterio de aplicación del principio Los Estados deben aplicar el principio de jurisdicción
de jurisdicción universal universal en casos de crímenes de lesa humanidad, ge-

nocidio o infracciones graves de los derechos humanos.

10. Criterio de integralidad de las La investigación debe ser genuina, seria, imparcial, efec-
investigaciones por violaciones tiva y tendiente a establecer las responsabilidades por
de derechos humanos violaciones a los derechos humanos.

11. Criterio de verdad Los procesos deben tener como objetivo el conocimiento
de la verdad, tanto histórica o colectiva como la de los
casos particulares.

12. Criterio de cosa juzgada Si aparecen nuevos hechos o pruebas que puedan permitir
fraudulenta la determinación de los responsables de graves violaciones

a los derechos, se debe aplicar el principio de la cosa juzga-
da fraudulenta.

13.  Criterio de ponderación Teniendo en cuenta la ponderación entre el derecho a la
paz y los derechos de las víctimas, resultan admisibles
las amnistías condicionadas (que no pueden compren-
der delitos que configuran una grave violación a los de-
rechos humanos). Para otorgarse deben primar siempre
los derechos de las víctimas y ponderando principios y
valores como la paz y la reconciliación.

14. Criterio de legalidad Solo se puede aplicar frente a delitos políticos, pero exis-
e interpretación amplia te potestad estatal para definir los delitos de esta natu-

raleza y sus conexos.

15. Criterio subjetivo – foro personal Se puede aplicar amnistía e indulto a miembros de la
fuerza pública conforme a estándares internacionales,
siempre que no sean graves violaciones a los derechos
humanos.

16. Criterio limitado por conductas No es aplicable la amnistía y el indulto en el caso de que
frente a reclutamiento ilícito exista reclutamiento ilícito de menores de 15 años para
de menores conductas ocurridas hasta el 25 de junio de 2005 o me-

nores de 18 años si ocurrieron luego de esta fecha, por
considerarse este un crimen de guerra.

17.  Criterio de apreciación Estas medidas pueden otorgarse caso a caso con un mar-
gen de apreciación por parte de la Sala de Amnistía e
Indulto.

18.  Criterio de seguridad jurídica Se concede a fin de consolidar la seguridad jurídica de
los excombatientes y demás destinatarios, para contri-
buir a la estabilidad de la paz y satisfacer derechos de las
víctimas.

Continuación Tabla 1.
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no son objeto de estos mecanismos los delitos de lesa humanidad, el genoci-
dio, los graves crímenes de guerra, la toma de rehenes u otra privación gra-
ve de la libertad, la tortura, las ejecuciones extrajudiciales, la desaparición
forzada, el acceso carnal violento y otras formas de violencia sexual, la sus-
tracción de menores, el desplazamiento forzado, y el reclutamiento de me-
nores. Asimismo, no deben ser objeto de amnistía ni indulto los delitos
comunes que no hayan sido cometidos en el contexto y en razón de la rebe-
lión o cuya motivación haya sido obtener beneficio personal propio o para
un tercero.

El marco normativo de implementación de las medidas de amnistía e indulto
establecidas en el Acuerdo de Paz suscrito entre las FARC-EP y el Gobierno
Nacional es de textura abierta y con variables interpretativas, sin embargo, en
armonía con el DIDH y el DIH, es posible construir criterios para la validez de
estas medidas desde la interpretación de la jurisprudencia nacional e interna-
cional en beneficio de la seguridad jurídica de las decisiones de la JEP, de allí
la importancia de tener en cuenta los criterios descritos para delimitar la apli-
cación de estas medidas propias de la justicia de transición.

Los criterios identificados en esta investigación facilitarán la toma de decisio-
nes por parte de la JEP en justo equilibrio entre los derechos de las víctimas a
la verdad, la justicia y la reparación y las necesidades de consolidación de una
paz estable y duradera, además garantizarán el cumplimiento de las exigen-
cias establecidas en instrumentos y cortes internacionales.
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